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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-003-2008-01014-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
MARÍA MARLENY DURÁN OSORIO

Demandado
:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES

Juzgado de Origen
: 
Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA  INSTANCIA

Tema                            : 
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES: Para acceder al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes la compañera permanente debe acreditar no solo dicha calidad, sino también que a la fecha de fallecimiento del pensionado sostenía una convivencia efectiva con él.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0121

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los dieciocho (18) días del mes de diciembre del año dos mil nueve (2009), siendo las tres de la tarde (03:00 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó. En asocio del señor Secretario Ad-hoc Javier Andrés Roa López, se declara abierto el acto y la Sala se constituye en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora MARÍA MARLENY DURÁN OSORIO en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. 

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 24 de julio de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 

1. Pretensiones:


Que se declare al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES responsable del reconocimiento y pago de  la pensión de sobrevivientes a que tiene derecho la señora MARÍA MARLENY DURÁN OSORIO como beneficiaria de su compañero permanente el señor PABLO EMILIO BERMÚDEZ URIBE, quien falleció el 10 de noviembre de 2007, junto con el retroactivo, las mesadas dejadas de percibir y las que se generen en adelante, los intereses moratorios, indexación de las condenas y las costas del proceso.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que con el señor PABLO EMILIO BERMÚDEZ fueron compañeros permanentes durante seis (6) años, convivencia que duró hasta el día de su fallecimiento ocurrido el 10 de noviembre de 2007.  

Que el señor BERMUDEZ URIBE fue pensionado por invalidez de origen no profesional de acuerdo a la resolución No. 001063 de 1999 del 26 de marzo del mismo año (fl. 13) por el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

Que mediante Resolución N° 07873 de 19 de agosto de 2008 (fl.11), la entidad demandada le negó el derecho a la sustitución pensional por el fallecimiento de su compañero permanente, con el argumento de que no acreditaba la convivencia efectiva por lo menos durante los últimos cinco (5) años antes del fallecimiento del pensionado, no cumpliendo en consecuencia con los requisitos exigidos en el artículo 13 de la ley 797 de 2003, para ser acreedora a la sustitución pensional reclamada, con lo cual quedó agotada la reclamación administrativa.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos planteados en la demanda y aduce que no le constan los hechos relacionados con la convivencia real y efectiva de la pareja. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y propuso como excepciones de mérito “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION DEMANDADA”, “PRESCRIPCIÓN”, “IMPROCEDENCIA DE INDEXACIÓN” e “IMPROCEDENCIA DE INTERESES DE MORA” 

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la Juez  de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda presentada por la señora MARÍA MARLENY DURAN OSORIO en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, y condenar en costas procesales a la parte demandante.

Para arribar a la anterior determinación expresó que la norma a aplicar es la que se encuentre vigente al momento del fallecimiento del pensionado, que para el caso concreto lo es la Ley 797 de 2003, porque el deceso del señor Pablo Emilio Bermúdez acaeció el 10 de noviembre de 2007. Revisando los requisitos exigidos por esa norma, se tiene que del material probatorio adosado al proceso y más exactamente de las declaraciones recibidas y el trabajo social adelantado por la entidad demandada, se colige que la demandante no logró acreditar la convivencia mínima exigida respecto del pensionado para antes de su fallecimiento y por lo tanto, no logró establecer el cumplimiento de los requisitos para acceder a la sustitución pensional.
V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, el apoderado judicial de la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, en el que argumenta que la valoración de los elementos probatorios fue parcializada, ya que la convivencia entre la señora DURAN OSORIO y el pensionado fallecido sí había quedado acreditada con las declaraciones vertidas al infolio y además que la investigación de convivencia que realizó el ente demandando tiene un carácter sesgado, que no debía ser valorada en el litigio, ya que pudo adolecer del cumplimento de los requisitos probatorios como vicios en la defensa y debido proceso.

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el (los) problema(s) jurídico(s)  por resolver es (son) el (los) siguiente(s):

a. ¿La compañera permanente que pretende acceder al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, tiene la obligación de acreditar que convivía al momento del fallecimiento con el afiliado?

Asistida de un profesional del derecho, pretende la señora MARÍA MARLENY DURÁN OSORIO, que le sea reconocida la pensión de sobrevivientes como consecuencia del fallecimiento de su compañero permanente PABLO EMILIO BERMÚDEZ URIBE, acaecido el 10 de noviembre de 2007, según se extracta del contenido de la Resolución N° 07873 de 2008 (fl. 11), adosada con la demanda.
Es indudable que la normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes es la que se encuentre vigente al momento del fallecimiento del pensionado o del afiliado al sistema de seguridad social; y además que el cónyuge o compañero permanente del causante deban cumplir ciertas exigencias de índole personal y temporal para acceder a la pensión de sobrevivientes, constituye una garantía de legitimidad y justicia en el otorgamiento de dicha prestación que favorece a los demás miembros del grupo familiar.
Para el presente caso, la normatividad a aplicar no es otra que la Ley 797 de 2003, que establece a la altura del artículo 13 lo siguiente:

ARTICULO 47. Modificado por la Ley 797 de 2003, artículo 13. Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes: 

“a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte. (subrayado fuera del texto)

(…)”

La norma citada precedentemente es clara en exigirle a la compañera permanente que se crea con derecho a disfrutar de la sustitución pensional, la obligación de acreditar que convivía por lo menos con 5 años de anterioridad a la fecha del deceso con el pensionado; lo que indica que el derecho a la pensión de sobrevivientes desaparece ante la ausencia de vida en común – durante ese lapso- entre los compañeros permanentes, toda vez que es presupuesto de elemental exigencia de la norma, la convivencia del causante con quien pretende el derecho.


Esta Sala ha dicho que la vida en común o marital significa la realización de todos los actos que normalmente se perfeccionan entre marido y mujer, ejecutarlos como se hace en el matrimonio o entre compañeros así no estén unidos por el vínculo legal o eclesiástico, lo que equivale a hacer comunidad de vida permanente y singular, en los términos del artículo 1º de la Ley 54 de 1990. 


Lo trascendente del concepto estriba en el desarrollo de la vida de pareja que efectúan un hombre y una mujer en todos los ámbitos de la vida, esto es, sexual, económico, social, laboral y donde es determinante la existencia de unidad de habitación y vivienda o cohabitación. 


Así lo expresó la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en la sentencia de 8 de febrero de 2002, Rad. 16600: 


“El requisito de la convivencia para el momento de la muerte que exige la norma no puede ser reducido a la sola circunstancia de un encuentro, estimado exclusivamente por su oportunidad; con la dimensión temporal han de concurrir otras como la fortaleza de los vínculos espirituales, las condiciones sociales, 
laborales, económicas, de salud que apoyaban o distanciaban la efectiva pertenencia al grupo, especialmente, si ese reencuentro al final de la vida con el afiliado o pensionado que luego fallece es auténtica respuesta de socorro al enfermo, y no el mero aprovechamiento de un beneficio pensional”


De acuerdo con el extracto jurisprudencia citado, se puede afirmar que la convivencia hace relación a la participación conjunta de quienes hacen vida marital en los aspectos de conformación de una familia con todas las connotaciones que ello implica, el respeto mutuo, la comunicación permanente, el diálogo constante, el mantenimiento de la paz de pareja que trasciende los espacios familiares, la unidad estable, la colaboración, la protección y ayuda en todos los momentos de la vida, la participación en los episodios de felicidad y de tristeza y las condiciones de igualdad de derechos y deberes. En fin, todos aquellos comportamientos que indican con claridad que se trata de personas unidas para afrontar las contingencias de la vida, que se socorren, entendido en el amplio sentido de la palabra, en cuanto a proporcionarse la congrua subsistencia, el apoyo intelectual, moral, afectivo y la fidelidad.


En efecto, nótese que de los testimonios recepcionados (fls. 53, 54, 55 y 56), se evidencia que los acontecimientos que rodearon la vida de la precursora procesal y del señor Bermúdez Uribe durante los años anteriores a su fallecimiento no eran propiamente las de una verdadera pareja en los términos que el Legislador quiso definir en el texto de los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993 –modificados por la Ley 797 de 2003- , pues, de una parte, los cuidados que la actora prodigaba al señor Bermúdez Uribe, tales como trasladarlo de un lugar a otro, acompañarlo a recaudar la mesada pensional y a las consultas médicas, no tuvieron como origen la convivencia como marido y mujer, sino la relación afectiva que por su condición de padrastro y enfermo generaba, más aún si se tiene en cuenta que era el causante quien proveía de sustento a la familiar, con lo cual se puede sostener, que se trataba de una actitud de gratitud más no de compromiso marital.
Se concluye desde luego que la decisión desfavorable emitida en primera instancia, fue motivada por la falta del requisito de la convivencia entre la precursora procesal y el pensionado, esto es, por el incumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, por lo que quedaron sin asidero probatorio las manifestaciones fácticas expuestas en el libelo introductorio.

Por lo visto, los fundamentos que motivaron la decisión de primera instancia fueron acertados, por lo que no queda otro camino que proceder a su confirmación.

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 24 de julio de 2009, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora MARÍA MARLENY DURÁN OSORIO contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.-  Sin costas en esta instancia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ
Secretario Ad-hoc

